El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO / ENTREGA DEL TÍTULO CON LA INTENCIÓN DE HACERLO NEGOCIABLE / PROBÓ EL DEMANDADO QUE NI ENTREGÓ LOS CHEQUES A LA DEMANDANTE NI LA AUTORIZÓ PARA LLENAR LOS ESPACIOS EN BLANCO.
Corresponde a este tribunal establecer si el demandado hizo entrega a la demandante de los títulos valores que se cobran por medio de este proceso, como garantía del pago de una obligación a su cargo, luego de liquidar la sociedad que entre ellos existió, tal como lo sostiene el abogado que representa a la recurrente…
Para probar el hecho en que se sustentó la excepción de que se trata se llamó a declarar a Liliana Hernández Caro, hermana de la actora, quien dijo que trabajó para las partes en el proceso…; aproximadamente en el segundo semestre de 2010, el demandado le entregó una chequera, le pidió que la guardara con tres cheques firmados y se la llevó para su casa, donde permaneció hasta principios de diciembre de 2010, cuando Carolina, su hermana, se la reclamó con el argumento de habían sido dejados en garantía por si algo le sucedía a Julio; así, le informó donde estaban esos títulos valores y ella los cogió; el demandado no la autorizó para que se los entregara a alguna persona…
Los dichos de esa deponente resultaron claros, completos y responsivos y por ende, dignos de credibilidad, pues fue testigo directa de la forma como se produjeron los hechos…
De ellas se infiere que el demandado no entregó los cheques de que se trata a la demandante, pues de acuerdo con las expresiones de la deponente, aquel solo le pidió que los tuviera guardados, sin especificar la destinación que tendrían. Ella, sin su autorización, permitió que la actora los tomara y así, esta los llenó, también sin el consentimiento del citado señor, que ninguna instrucción al respecto le había dado a quien los tenía en custodia. (…)
… contrario a lo afirmado por el recurrente, no puede considerarse de buena fe a la demandante, quien tomó los cheques que cobra por medio de esta ejecución, sin autorización del librador y de la misma manera llenó los espacios en blanco que contenía.
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre veintidós (22) de dos mil diecinueve (2019)
Acta No. 590 de noviembre 22 de 2019
Expediente 05001-31-03-014-2011-00209-02
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 26 de junio de 2019, procede esta Sala a resolver el recurso de apelación que interpuso la señora María Carolina Hernández Caro, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Catorce Civil del Circuito de Medellín, el 19 de noviembre de 2013, en el proceso ejecutivo que en contra del señor Julio César Higuita López instauró la impugnante.

ANTECEDENTES 

1. Solicitó la parte actora se librara orden de pago a su favor y en contra del demandado por la suma de $180.000.000 como capital, sus intereses a partir del 7 de febrero de 2011 y hasta cuando el pago se verifique y “del 20% “por haber incurrido en la causal del Artículo 731 del Código de Comercio”. 
2. Como fundamento de esas peticiones dijo la actora que el demandado giró dos cheques a su favor, cada uno por valor de $90.000.000, los días 14 y 30 de diciembre de 2010, cobrados por ventanilla y devueltos por la causal 08; esos documentos contienen una obligación clara, expresa y exigible a cargo del deudor.
3. Por auto del 13 de abril de 2011 se libró la orden de pago en la forma solicitada, excepto por la sanción del 20% sobre el valor de los cheques, porque no se daban las condiciones de los artículos 718 y 731 del Código de Comercio.

4. De manera oportuna el demandado propuso como excepciones las de inexistencia de la acción cambiaria por falta de entrega de los títulos e inoponibilidad de los mismos. 
5. Dentro del término de traslado de tales excepciones, el apoderado de la parte demandante dijo que no se pronunciaría, porque en este proceso solo son admisibles las excepciones consagradas por el artículo 784 del Código de Comercio; pidió se declararan no probadas y se condenara en costas al demandado.

6. Decretadas y practicadas las pruebas, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovechó la demandante.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Se dictó el 19 de noviembre de 2013. En ella, decidió el señor  Juez Catorce Civil del Circuito de Medellín declarar probada la excepción de inexistencia de la acción cambiaria por falta de entrega de los títulos; ordenó la cancelación de las medidas cautelares y condenó en costas y perjuicios a la parte actora.

Para decidir así, estimó, en síntesis, que los títulos valores aportados como recaudo ejecutivo no fueron entregados por el demandado con la intención de hacerlos negociables, ni obtenidos de buena fe por la demandante, lo que significa que tampoco estaba legitimada para llenarlos y hacerlos valer contra aquel.
RECURSO DE APELACIÓN
Lo interpuso el apoderado de la demandante. Dijo que los cheques fueron devueltos por la causal orden de no pago, la que se encuentra consagrada en el artículo 26 de la ley de cuentas corrientes, bancarias y cheques por pérdida o hurto que son las más frecuentes, aunque también por falsificación de la firma o su alteración; cuando es por hurto estando el cheque en poder del destinatario, a este le corresponde dar la orden de no pago y debe ser ratificada en un plazo máximo de diez días por el girador; de no hacerlo, queda nula la orden original; en el proceso no obra prueba alguno “de la citada causal y no siendo procedente las causales anteriores”, pues el demandado reconoció su firma en los cheques y la entrega voluntaria, se deduce que no existió la presunta pérdida ni el hurto de los referidos documentos.

Agregó que estos fueron entregados por el girador a Liliana Hernández Caro, hermana de la demandante, para garantizar la obligación originada en una sociedad de hecho existente entre las partes, cuyo objeto era la prestación del servicio en consultoría y construcción de obras civiles, lo que se soporta en el testimonio de Leonardo Jesús Taborda Taborda. 
Critica la valoración probatoria que se hizo al testimonio de la señora Liliana Hernández, en cuanto se dijo que los cheques fueron sustraídos de su bolso, cuando eso no fue lo que dijo la deponente. Aduce que no se entregaron con la finalidad de cubrir gastos de la oficina, toda vez que transcurrieron más de seis meses desde la entrega a Liliana hasta la contraorden de pago en enero de 2011; en ese periodo no se hicieron efectivos con ese fin y el demandado siguió atendiendo aquellos gastos; la citada testigo dijo que no le fueron entregados para pagar a proveedores, nunca lo hizo y era Gloria Elcy Higuita López la encargada de hacerlo; el demandado tenía conocimiento de que los espacios de esos documentos se llenarían como garantía de la obligación que tenía frente a la demandante; el mismo señor dejó de demostrar haber denunciado ante notaria y contraordenado el pago del cheque; los testigos  Gloria Elcy Higuita, Liliana Hernández y Claudia Patricia Gómez Úsuga dijeron que los dineros los manejaba Julio y por eso no es cierto que los cheques los hubiese entregado con la finalidad de pagar proveedores.
Afirma que aportó como pruebas los tan referidos títulos valores, contratos de participación y recibos de contabilidad para demostrar la existencia de la sociedad de hecho negada por el demandado; el testigo Leonardo Taborda Taborda manifestó cuándo comenzó la sociedad, pero no la fecha en que terminó; tampoco lo dijo Claudia Patricia Gómez Úsuga; discrepa de la declaración de Gloria Elcy Higita López porque es hermana, secretaria y persona de confianza del demandado, encargada de los pagos de la oficina y de proveedores; se pregunta porque no dejó con ella los cheques y se los entregó a la hermana de la demandante; respecto de que la  actora sacó los cheques del bolso de su hermana, las testigos Claudia Patricia y Gloria Elcy son de oídas y el de la primera resulta contradictorio, a pesar de lo cual, se les concede un alto valor probatorio. 

Dijo que no se tuvieron en cuenta los documentos que presentó en la oportunidad que le fue concedida, con lo que demuestra la existencia de una sociedad entre las partes hasta 2011 y no hasta 2009 como lo sostiene el demandado; esa fue la causa jurídica de los títulos valores, los que firmados en blanco pueden ser llenados por cualquier tenedor legítimo, conforme a las instrucciones dadas; la demandante es tenedora de buena fe, la que se presume sin que haya demostrado lo contrario y  los llenó de acuerdo con las directrices del demandado.

Anexó a ese escrito una serie de documentos; solicitó se revoque el fallo producido y se condene en costas al ejecutado.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se hallan satisfechos y ningún vicio se vislumbra que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Corresponde a este tribunal establecer si el demandado hizo entrega a la demandante de los títulos valores que se cobran por medio de este proceso, como garantía del pago de una obligación a su cargo, luego de liquidar la sociedad que entre ellos existió, tal como lo sostiene el abogado que representa a la recurrente. Solo de ser afirmativo ese interrogante, se analizará la otra excepción propuesta y por ende, si es del caso seguir o no adelante con la ejecución.
3. De acuerdo con su tenor literal, consisten esos documentos en dos cheques, cada uno por valor de $90.000.000, de Bancolombia, librados por el ejecutado, a la orden de la actora, los días  14 y 30 de diciembre de 2010, devueltos por la entidad financiera con fundamento en la causal 08, “contraordenado”.

4. Esos documentos reúnen los requisitos los artículos 712 y 713 del Código de Comercio para ser considerados títulos valores.

5. El juzgado declaró probada la excepción de fondo propuso el demandado y que denominó inexistencia de la acción cambiaria por falta de entrega de los títulos, consagrada como tal en el numeral 11 del artículo 784 del mismo código.
El artículo 625 de esa obra dice que toda obligación cambiaria deriva su eficacia de una firma puesta en un título-valor y de su entrega con la intención de hacerlo negociable conforme a la ley de su circulación y que cuando el título se halle en poder de persona distinta del suscriptor se presumirá tal entrega.

En este caso, los títulos valores se encuentran en poder de la demandante, quien los presentó como fundamento de la ejecución propuesta; es decir, en poder de persona diferente al suscriptor y por ende, se presume la entrega.

Esa presunción, por ser de carácter legal, admite prueba en contrario de acuerdo con el artículo 176 del Código de Procedimiento Civil.
Para probar el hecho en que se sustentó la excepción de que se trata se llamó a declarar a Liliana Hernández Caro, hermana de la actora, quien dijo que trabajó para las partes en el proceso, quienes se unieron para formar una sociedad, cuyos términos específicos no conoce, pero hacían construcciones civiles y distintos proyectos; aproximadamente en el segundo semestre de 2010, el demandado le entregó una chequera, le pidió que la guardara con tres cheques firmados y se la llevó para su casa, donde permaneció hasta principios de diciembre de 2010, cuando Carolina, su hermana, se la reclamó con el argumento de habían sido dejados en garantía por si algo le sucedía a Julio; así, le informó donde estaban esos títulos valores y ella los cogió; el demandado no la autorizó para que se los entregara a alguna persona; tampoco le dijo que era para pagarle a proveedores; Carolina los llenó, pero ignora por qué concepto; entregó la chequera a la demandante porque tanto ella como el demandado eran sus jefes y aunque estaba a nombre de Julio, se utilizaba para manejar dineros de la empresa; que según le informó su hermana, había liquidado la sociedad con el demandado y a ella le correspondían $180.000.000.
Los dichos de esa deponente resultaron claros, completos y responsivos y por ende, dignos de credibilidad, pues fue testigo directa de la forma como se produjeron los hechos; una de sus protagonistas y hermana de la demandante, a quien no trató de favorecer con su versión, lo que permite considerar sinceras sus aseveraciones.

De ellas se infiere que el demandado no entregó los cheques de que se trata a la demandante, pues de acuerdo con las expresiones de la deponente, aquel solo le pidió que los tuviera guardados, sin especificar la destinación que tendrían. Ella, sin su autorización, permitió que la actora los tomara y así, esta los llenó, también sin el consentimiento del citado señor, que ninguna instrucción al respecto le había dado a quien los tenía en custodia. 

6. La veracidad que a tal testimonio concede este tribunal impide considerar válidos argumentos de la impugnante para obtener se revoque el fallo que se revisa. 

6.1 Aduce que no se demostró la causal por la que el demandado dio orden para que no pagaran los cheques que aquí se cobran, pero contrario a su aseveración, lo hizo porque la actora los tomó y llenó sin su autorización.

6.2 Insiste que fueron entregados por el demandado a Liliana Hernández Caro para garantizar una obligación que tenía con la demandante, en virtud de la sociedad que crearon, pero de ese hecho no dio cuenta la citada testigo, quien dijo que solo le pidió el primero que se los guardara, sin decirle cuál sería su destino.
6.3 Aunque Liliana autorizó a su hermana para que tomara los cheques, es decir, no los sustrajo como lo dijo el juzgado, eso no traduce que el demandado haya hecho lo mismo, ni que le hubiese permitido llenar los espacios en blanco que tenía.

6.4 Que fuera Gloria Elcy Higuita López la secretaria de las partes en conflicto, encargada de hacer los pagos propios de la oficina  y que la entrega de los cheques a Liliana no se haya hecho para atender esos gastos, no afecta la conclusión a que llega el tribunal con el testimonio de la última, quien, se reitera, dijo que no los recibió del demandado con una finalidad específica, lo que traduce que tampoco se produjo la entrega para el fin que aduce la ejecutante.

6.5 La ausencia de prueba de que se hubiese denunciado “ante notaría”, de la que se duele el apoderado de la impugnante, tampoco justifica revocar la providencia que se revisa, pues aquella se debe formular ante la Fiscalía General de la Nación y el hecho de que no se hayan arrimado pruebas al respecto, no constituye impedimento para valorar otras pruebas tendientes a demostrar la configuración de la excepción propuesta.
6.6 Los documentos que obran a folios 6 a 24 del cuaderno No. 4, que a juicio de la parte demandante demuestran la existencia de una sociedad de hecho entre las partes, hasta 2010, y que dejó de valorar el juzgado, no resultan idóneos para probar que fue liquidada, ni que en virtud de ese acto, el demandado haya girado  los títulos valores para garantizar las obligaciones que tenía con la demandante. A tal hecho solo se refirió la actora, pero su afirmación en tal sentido carece de cualquier respaldo probatorio en el proceso y la desvirtúa la versión de su propia hermana Liliana.

6.7 El hecho de que los testigos Leonardo Taborda Taborda y Claudia Patricia Úsuga, hayan relatado cuándo comenzó la sociedad, mas no cuándo terminó, tampoco constituye razón que justifique revocar la providencia impugnada, pues lo que en ella se decidió fue declarar probada la excepción de falta de entrega del título, lo que se estima quedó probado con el testimonio de la hermana de la accionante.

6.8 Dice el deponente que discrepa de la versión de la señora Gloria Elcy Higuita López, pues por ser hermana del demandado, su secretaria, persona de confianza y encargada de hacer los pagos a proveedores, ha debido dejarse a ella la chequera para atender gastos de la oficina y no entregársela a la hermana de la demandante.

A juicio de la Sala esa es una mera suposición del apoderado de la actora, de la que no puede deducirse que el demandado haya autorizado a la  última dama citada para que se los entregara a la  demandante y autorizado llenar los espacios en blanco en la forma como efectivamente lo hizo.

Lo que se deduce de los planteamientos del impugnante es que el demandado no demostró haber confiado los títulos a Liliana Hernández Caro para asumir gastos de la oficina, de ser necesario, como lo dijo al formular la excepción que declaró probada el juzgado. Y eso es cierto, pues quien los recibió dijo que no se le expresó el fin para el cual se le dejaban a ella y por ende, tampoco lo fue para que se los entregara a la demandante y se le facultara llenar los espacios en blanco, con motivo de la liquidación de la sociedad de hecho que entre ellos existió.

6.9 Está inconforme el apoderado de la parte demandante con el fallo de primera instancia porque se fundamentó en las declaraciones de las señoras Claudia Patricia Gómez y Gloria Elcy Higuita, quienes, dice, son testigos de oídas y contradictorias.

Lo primero que debe decirse es que esa providencia se fundamentó además en otros testimonios y se agrega que la primera de tales deponentes dijo haber visto cuando el demandado entregó la chequera a Liliana, para atender gastos de la oficina, y luego escuchó una conversación telefónica, grabada por el demandado, en la que esta le informa que la actora había sacado de su bolso la chequera. Es decir, aquel primer hecho lo presenció y el segundo lo escuchó. Gloria Elcy, por su parte, también escuchó la misma grabación. 
Lo anterior traduce que los hechos que expusieron las referidas testigos no se los transmitió una de las partes, ni una tercera persona, y por tanto no pueden ser  consideradas testigos de oídas porque hayan escuchado la grabación de la conversación a que se refieren sus versiones.

A pesar de lo anterior, el juzgado se abstuvo de tener como prueba esa grabación en la providencia por medio de la cual se pronunció  sobre su decreto, el que fue confirmado por el Tribunal Superior de Medellín.

Lo relacionado con esa conversación a la que se refirieron las deponentes pierde además importancia frente al testimonio de Liliana Hernández Caro, quien reconoció, se insiste, haber entregado a su hermana María Carolina la chequera, sin autorización del demandado.

6.10 Sostiene el impugnante que la demandante actuó de buena fe, la que se presume y que no fue desvirtuada porque por ejemplo no hay denuncia penal por hurto de los cheques y que además llenó los títulos de acuerdo con las instrucciones dadas por el accionado.

El Código de Comercio no define la buena fe comercial, pero de ella ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“Justamente, la buena fe es un principio general del derecho, presente en todas las instituciones, figuras y reglas del ordenamiento jurídico. 
Por su particular connotación, a no dudarlo, el juez, en su labor aplicativa y hermenéutica del ordenamiento en la solución de los conflictos, debe considerarla en especial, en las relaciones obligatorias y contractuales, “cuanto principio directriz de todo sistema jurídico, del tráfico jurídico y de la convivencia social, ‘con sujeción al cual deben actuar las personas -sin distingo alguno- en el ámbito de las relaciones jurídicas e interpersonales en las que participan, bien a través del cumplimiento de deberes de índole positiva que se traducen en una determinada actuación, bien mediante la observancia de una conducta de carácter negativo (típica abstención), entre otras formas de manifestación. Este adamantino axioma, insuflado al ordenamiento jurídico –constitucional y legal- y, en concreto, engastado en un apreciable número de instituciones, grosso modo, presupone que se actúe con honradez, probidad, honorabilidad, transparencia, diligencia, responsabilidad y sin dobleces.  Identifícase entonces, en sentido muy lato, la bona FIDES con la confianza, la legítima creencia, la honestidad, la lealtad, la corrección (…) La buena fe, someramente esbozada en lo que a su alcance concierne, se torna bifronte, en atención a que se desdobla, preponderantemente para efectos metodológicos, en la apellidada ‘buena fe subjetiva’ (creencia o confianza), al igual que en la ‘objetiva’ (probidad, corrección o lealtad), sin que por ello se lesione su concepción unitaria que, con un carácter más panorámico, luce unívoca de cara al ordenamiento jurídico.  Al fin y al cabo, se anticipó, es un principio general -e informador- del derecho, amén que un estándar o patrón jurídicos, sobre todo en el campo de la hermenéutica negocial y de la responsabilidad civil’ (cas. civ., 2 de julio de 2001, exp. 6146).
La buena fe, se identifica, con el actuar real, honesto, probo, correcto, apreciado objetivamente, o sea, ‘con determinado estándar de usos sociales y buenas costumbres’, no ‘hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras fraudulentas, de engaño, de reserva mental, astucia o viveza, en fin de una conducta lesiva de la buena costumbre que impera en la colectividad’, es ‘realidad actuante y no simple intención de legalidad y carencia de legitimidad’ y se equipara ‘a la conducta de quien obra con espíritu de justicia y equidad al proceder razonable del comerciante honesto y cumplidor’ (cas. civ. Sentencias de 23 de junio de 1958, LXXXVIII, 234; 20 de mayo de 1936; XLIII, 46 y ss., 2 de abril de 1941, LI, 172; 24 de marzo de 1954, LXXXVIII, 129; 3 de junio de 1954, LXXXVII, 767 y ss.)” (cas. civ. sentencia de 15 de julio de 2008, exp. 68001-3103-006-2002-00196-01)…”

En el asunto bajo estudio, contrario a lo afirmado por el recurrente, no puede considerarse de buena fe a la demandante, quien tomó los cheques que cobra por medio de esta ejecución, sin autorización del librador y de la misma manera llenó los espacios en blanco que contenía.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN
De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia que se revisa y se condenará al demandado a pagar las costas causadas en esta instancia, las que de acuerdo con decisión mayoritaria, se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Civil-Familia de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado  Catorce Civil del Circuito de Medellín, el 19 de noviembre de 2013, en el proceso ejecutivo instaurado por la señora María Carolina Hernández Caro contra el señor Julio César Higuita López. 

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de la demandante y a favor del demandado, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso.

Notifíquese, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

(Con salvamento parcial de voto)

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, noviembre 22 de 2019

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrada Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
: 05001-31-03-014-2011-00209-02

Proceso

: Ejecutivo

Demandante

: María Carolina Hernández Caro 

Demandado

: Julio Cesar Higuita López

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.
De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.
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